Radicación: 660013109007-2021-00012-01

Accionante: Luz Jeny Mamiam Salazar

Accionado: Registraduría Nacional Del Estado Civil

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / SANCIÓN IMPUESTA POR LA REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / SUBSIDIARIEDAD / DEBE ACUDIRSE A LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA / INMEDIATEZ.
… hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho…
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez. (…)
En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado…
Sin embargo, no sucede lo mismo con los presupuestos de la subsidiariedad y de inmediatez, los cuales, en sentir de la Sala, no se encuentran superado en esta ocasión…

… el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley…
En ese orden, podemos concluir que estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y que, tal como lo sugirió el Despacho A Quo, desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional por abordar un conflicto de orden litigioso no susceptible de controversia en este escenario…
De igual manera, como ya se anunció, la regla de la inmediatez o aplicación de la razonabilidad en el tiempo que se usó para impetrar este mecanismo también está descartada. Sobre el particular, debe decirse que aun cuando el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo Constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando este no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión…
En el caso puesto en conocimiento de la Colegiatura en esta oportunidad, está demostrado que la accionante se enteró de la existencia de un cobro persuasivo en su contra desde el mes de abril del año anterior, y en su escrito nunca explicó por qué tan solo hasta ahora, cuando incluso ya llegó a un arreglo con una de las entidades accionadas y asumió un compromiso que no cumplió, decide interponer esta acción.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora LUZ JENY MAMIAM SALAZAR, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira el 3 de marzo de 2021, mediante el cual declaró la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional deprecada por la recurrente en contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL. 
ANTECEDENTES:
Refirió la accionante que por vía de mensajes de texto, la compañía de cobranza CISA le informó desde el año 2020 sobre una sanción pecuniaria por la suma de 1’129.736, que se le impuso como consecuencia de no haber comparecido a desempeñar su labor como jurado de votación en las elecciones del año 2016, y que ese cobro le llegó por igual valor a su esposo Dubier Andrés Echeverri, a quien le remitieron también un oficio donde se le informaba que se embargaría su sueldo por no haber presentado oportunamente su pago. 
Mencionó que ella pudo indagar en la Registraduría y encontró que sus nombres, el de ella y su esposo, fueron incluidos en una lista suministrada por un partido político, pero ellos jamás autorizaron el uso de sus datos personales para participar como testigos electorales. 

Por otro lado, expuso que al momento de conocer la sanción impuesta por la Registraduría ya no era viable la interposición de recursos, mientras que la notificación del cobro coactivo sí se envió correctamente, con lo que consideró que se han quebrantado sus derechos fundamentales, especialmente el de la defensa. Sin embargo, contó que ellos iniciaron acercamientos con la empresa de cobranzas buscando fórmulas de arreglo, de allí que se les brindara la oportunidad de pagar antes del viernes 29 de enero de 2021 la cifra de 350.000 pesos cada uno. 
A pesar de lo anterior, ella no cuenta con empleo pues tiene dos hijos menores bajo su cuidado, por lo que el único ingreso del hogar es el de su esposo, quien pagó su parte de la deuda, lo que no ocurrió en su caso, pues el dinero que él recibe mensualmente apenas alcanza para los gastos básicos del hogar. 

Entonces, la accionante considera que la sanción económica impuesta por la Registraduría está ocasionando un desequilibrio económico y desconoce sus derechos al mínimo vital, la vida en condiciones dignas y Habeas Data. 

Con base en los hechos narrados, la accionante pidió que se tutelen los derechos fundamentales invocados, y como consecuencia de ello, se declare nula la actuación de cobro jurídico y se le ordene a la empresa de cobranzas que se abstenga de ejecutar embargos y reportes a las centrales de riesgo. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
· Admisión: 

El Despacho de primer nivel corrió traslado de la demanda a la Registraduría Nacional del Estado Civil, la Registraduría de Pereira y la Compañía de Cobranza Central de Inversiones CISA. 
· Intervenciones: 

1. En el devenir de la actuación, la Central de Inversiones CISA explicó que mediante acuerdo contenido en contrato interadministrativo de compraventa de cartera CM-041-2017, celebrado entre el Fondo Rotatorio de la Registraduría Nacional del Estado Civil y esa Central de Inversiones S.A, se cedió un título debidamente ejecutoriado que contiene una obligación clara, expresa y actualmente exigible, en contra de la accionante, la cual, a su vez, se deriva de la Resolución Nro. 09 del 5 de junio de 2017 por la inasistencia de dicha ciudadana a prestar la función pública como jurado de votación en los comicios de plebiscito por la paz celebrado el 2 de octubre de 2016.
Aclaró que inicialmente se realizaron gestiones de cobro persuasivo, se estableció contacto con la accionante y se le ofrecieron alternativas de pago; en últimas, se logró llegar a un acuerdo el día 23 de enero de 2021 para pagar 350.000 el 29 de enero de 2021, pero el pacto no se cumplió por parte de la señora Luz Jeny. 
Finalmente, expuso que a la accionante se le respetaron sus derechos fundamentales en el devenir de la actuación administrativa sancionatoria adelantada por la Registraduría, y citó las normas que estimó aplicables, referentes al acto de notificación de ese tipo de decisiones. 

2. La Delegación de la Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, sostuvo que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la parte accionante, y para sustentar su posición presentó los siguientes argumentos: 

i) La Registraduría Especial de Pereira expidió la Resolución Nro. 11 del 14 de septiembre de 2016, por medio de la cual se nombraron los jurados de votación del municipio de Pereira para las elecciones de plebiscito del 2 de octubre de 2016, entre estos, la accionante. Esa resolución se fijó en la Alcaldía de Pereira y además podía consultarse en la página web de la Registraduría. 
ii) La señora Luz Jeny no se presentó a desempeñar sus funciones, por lo que fue sancionada mediante Resolución 009 del 5 de junio de 2017 y ante la imposibilidad de efectuar una notificación personal, se dio aplicación a lo consagrado en el artículo 69 de la Ley 1437 de 2011 que hace alusión a la notificación por aviso.  

Previamente, atendiendo los parámetros del artículo 106 del Código Electoral Colombiano, se le comunicó mediante oficio al representante del partido Centro Democrático los nombres de los ciudadanos postulados por ellos en la plataforma de jurados de votación que no se presentaron a desempeñar su función, obteniendo resultados infructuosos. 

iii) Se fijó entonces aviso el 29 de junio de 2017, quedando surtida la notificación el 7 de julio de 2017 en contra de la cual no se interpuso recurso, quedando ejecutoriada el 23 de agosto de 2017. 
De otro lado, argumentó que en este caso no está acreditado el presupuesto de subsidiariedad para la procedencia de la tutela, porque la accionante tiene a su alcance el mecanismo judicial de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, así como tampoco lo está el de la inmediatez; además, no se acreditó el perjuicio irremediable. 
· Fallo de primera instancia: 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer grado resolvió, mediante sentencia del 20 de enero de 2020, declarar improcedente la acción de tutela, al concluir que no se cumplió con el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, toda vez que la accionante tiene a su alcance otros mecanismos de defensa judicial a los cuales puede acudir para resolver su asunto. 
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión, y encontrándose dentro del término legalmente previsto, la parte accionante presentó un escrito mediante el cual impugnó la sentencia de primera instancia. En dicho memorial señaló que el Juzgado A Quo únicamente realizó un análisis respecto a la procedencia de la acción de tutela como mecanismo subsidiario, sin tener en cuenta la vulneración de sus derechos fundamentales conculcados por la accionada, ni referirse a la falta de eficacia e idoneidad de los demás mecanismos de defensa. 

Refirió que las citaciones de nombramiento de jurados de votación para las elecciones del año 2016 nunca se le notificaron. Que no cuenta con recursos económicos para contratar los servicios de un profesional en derecho que le garantice una defensa técnica y jurídica por medio de la cual se pretenda solicitar la nulidad del acto administrativo de la sanción pecuniaria. 

Alegó nuevamente que está sufriendo una afectación a su mínimo vital y que en la actuación administrativa se desconocieron sus derechos de defensa y contradicción. 

Con base en lo anterior, la libelista insistió en sus pretensiones iniciales. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico: 
En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho en su teoría de improcedencia de la acción Constitucional, o, por el contrario, se debería proceder con un análisis de fondo por estar plenamente acreditadas las reglas de procedibilidad de la tutela. 

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, en efecto, la señora Luz Jeny Mamiam es la titular de los derechos que se reclaman, o sea, a quien presuntamente se le están desconociendo sus derechos, además, se encuentran vinculadas las autoridades que presuntamente han desconocido sus derechos fundamentales y en virtud de sus atribuciones funcionales tendrían competencia en los hechos que se les endilga. 

Sin embargo, no sucede lo mismo con los presupuestos de la subsidiariedad y de inmediatez, los cuales, en sentir de la Sala, no se encuentran superado en esta ocasión por los motivos que a continuación se exponen: 

El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. 
Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada o pensada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo.
La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario a las herramientas disponibles en la jurisdicción para resolver determinado tipo de asunto según su especialidad, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones formuladas en sede Constitucional.
En ese orden, podemos concluir que estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y que, tal como lo sugirió el Despacho A Quo, desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional por abordar un conflicto de orden litigioso no susceptible de controversia en este escenario, salvo excepcionales hipótesis. 
De igual manera, como ya se anunció, la regla de la inmediatez o aplicación de la razonabilidad en el tiempo que se usó para impetrar este mecanismo también está descartada. Sobre el particular, debe decirse que aun cuando el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo Constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando este no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión:  
“… el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

Finalmente, el Órgano de cierre en materia Constitucional ha precisado que:

“… la tutela no puede converger con vías judiciales diversas por cuanto no es un mecanismo que sea factible de elegir según la discrecionalidad del interesado, para esquivar el que de modo específico ha regulado la ley; no se da la concurrencia entre éste y la acción de tutela porque siempre prevalece -con la excepción dicha- la acción ordinaria.”


En el caso puesto en conocimiento de la Colegiatura en esta oportunidad, está demostrado que la accionante se enteró de la existencia de un cobro persuasivo en su contra desde el mes de abril del año anterior, y en su escrito nunca explicó por qué tan solo hasta ahora, cuando incluso ya llegó a un arreglo con una de las entidades accionadas y asumió un compromiso que no cumplió, decide interponer esta acción. 
De igual manera, vemos que la ahora recurrente en ningún momento se ocupó de precisar por qué considera que en este caso sí estarían superadas las reglas primigenias para la procedencia de la querella de amparo, todo lo contrario, se limitó a reiterar lo dicho en su escrito inicial, pero jamás explicó cuál sería el perjuicio irremediable al que estaría sometida, a sabiendas que se le ha brindado por más de un año la posibilidad de realizar acuerdos de pago para cumplir con la sanción que se le impuso. 
Aunado a lo anterior, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica o controversias relacionadas con el contenido de los actos administrativos expedidos por las autoridades competentes en uso de las facultades consagradas en la ley, amparados además por la presunción de legalidad
En conclusión, para la Sala no son válidas las excusas esgrimidas por la recurrente para justificar el hecho de acudir a esta acción como vía alternativa de las ordinarias dispuestas en la jurisdicción. 

Además, si en el remoto de los casos se procediera de manera más laxa frente a las reglas de procedibilidad de la tutela, la Sala tampoco encontraría justificados los motivos para proceder en favor de la accionante, dado que, como bien lo explicaron los restantes intervinientes de esta acción, el cumplimiento del deber de los ciudadanos de fungir como jurados de votación cuando para tal fin son llamados es imperativo; además, es de público conocimiento que ese tipo de llamamientos deben ser consultados por los ciudadanos del mismo modo en que se consultan, por citar un ejemplo, las mesas de votación. El artículo 105 del Decreto 2241 de 1986 señala que: 

“<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE
 exequible> El cargo de jurado de votación es de forzosa aceptación, y la notificación de tales nombramientos se entenderá surtida por la sola publicación o fijación en lugar público de la lista respectiva, que hará el Registrador del Estado Civil o su delegado diez (10) días calendario antes de la votación…
… Las personas que sin justa causa no concurran a desempeñar las funciones de jurados de votación o las abandonen, se harán acreedoras a la destitución del cargo que desempeñen, si fueren empleados oficiales; y si no lo fueren, a una multa de cinco mil pesos ($ 5.000.00), mediante resolución dictada por el Registrador del Estado Civil.”
Ahora, con respecto a la notificación de la sanción impuesta por la Registraduría, vemos que el artículo 107 de la norma señalada refiere lo siguiente: 

“ARTICULO 107. La resolución del Registrador del Estado Civil que imponga la multa se notificará mediante fijación en lugar público de la Registraduría, durante cinco (5) días hábiles, contados a partir de la fecha de su fijación.”

A la luz de lo anterior, es evidente que la decisión a tomar dentro del presente asunto es la confirmación de lo decidido en primera instancia, por las razones expuestas a lo largo de este proveído.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción instaurada por la señora LUZ JENY MAMIAN SALAZAR, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Sentencia T- 730 de 2003


� Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-620-04 de 29 de junio de 2004, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería; ' ...en el entendido que el concepto lugar público se refiere a aquel sitio de amplio conocimiento para la ciudadanía, señalado con anterioridad a la fijación de la lista de jurados de votación, de fácil y extenso acceso, de común afluencia y que en concurrencia con las anteriores; permita que los ciudadanos seleccionados como jurados de votación conozcan, con la antelación indicada en el mismo precepto jurídico, su deber constitucional'.
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